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LA SOLICITUD DE ASILO DEL EX PRESIDENTE ALAN GARCÍA

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

Persecución judicial

Cuánto vale Alan García

Ajustemos las 
expectativas

A lan García no es un per-
seguido político. Este 
argumento de su de-
fensa es, sencillamen-
te, indemostrable.

En la carta a la opinión pública que 
dirigió da cuenta de la buena cantidad 
de veces y las diversas instancias en 
que se consideró, de una u otra ma-
nera, su eventual responsabilidad 
delictiva. En todas, dice, salió invicto.

Lo que no dice Alan García es que 
en ninguno de esos casos estuvo de-
lante de un juez. Tampoco llegó a es-
tar delante de un juez después de su 
primer gobierno, en que se salvó de 
las acusaciones vía la prescripción.

La cantidad de veces que pasó por investiga-
ciones fi scales o congresales no da cuenta de su 
santidad; al contrario, apunta a la cantidad de 
ilícitos imputables. 

Al fi nal de su carta, García dice que un pre-
sidente que ejecuta obras “no tiene ninguna 
culpabilidad por el delito de algún funcionario 
menor”. 

El ex presidente sostiene, en su defensa, que 
tanto el corrupto presidente de Odebrecht co-
mo su corrupto representante en el Perú, Jorge 
Barata, han negado que hubieran hablado con 
él de algo ilícito.

Es interesante que lo excluyan ellos. Tam-
bién, que los tratos fueran a través de un fun-
cionario menor, el ex viceministro Jorge Cuba, 
actualmente preso. 

¿Cabe investigar una eventual relación del 

E n las últimas semanas hemos 
rotulado, en esta columna, la 
actual situación político-eco-
nómica como ‘cercana a la pa-
rálisis’. La respuesta a esta som-

bría coyuntura se explica, en mi opinión, en la 
imposibilidad del presidente Martín Vizcarra 
de centrarse en las tareas administrativas y de 
gobierno cuando lo que prima, en sus necesi-
dades, es la lucha por la sobrevivencia política: 
no tiene sentido preocuparse por temas admi-
nistrativos cuando la cabeza pende de un hilo. 
Es lo que la coyuntura demanda y sería inge-
nuo pretender otra actitud en consecuencia.

Para muchos, esta situación se resolve-
ría si tan solo los líderes políticos pusieran al 
país y a los intereses ciudadanos por delante 
de sus ambiciones personales. Una visión 
‘aristotélica’ de la política y del uso del poder. 
Aristóteles, antes de desarrollar su fi losofía 
política, se concentró primero en la ética y en 
la necesidad de la virtud para implantar jus-
ticia y administrar el poder. La política debía, 
por lo tanto, sostenerse en la ética y subordi-
narse a ella. Dice en “Ética a Nicómaco”: “El 
bien supremo es el fi n de la política y esta pone 
el máximo empeño en hacer a los ciudadanos 
de una cierta cualidad y buenos e inclinados a 
practicar el bien”. Es el paradigma con el que 
se guía la mayoría de ciudadanos, y la princi-
pal razón por la que se encuentran insatisfe-
chos con la democracia y sus instituciones.

Y es que, aunque ello suene correcto, inclu-
so plausible, lamentablemente constatamos 
una y otra vez, aquí y en otras partes, que el 
uso del poder político va mucho más allá del 
bien común, más aún de la formación de hom-
bres virtuosos y felices. Tuvieron que pasar 
muchos siglos para que otro entendido plan-
teara la relación existente entre el poder, la 

política y la natura-
leza humana. A dife-
rencia de Aristóteles, 
Nicolás Maquiavelo 
consideraba que la 
política se trata, en 
simple, de la adqui-
sición y el uso del po-
der. Es decir, no inte-
resa el bien común, 

ni la organización o el uso de los recursos pú-
blicos, mientras esté bien ejercido el poder. 
La política se entendería mejor, entonces, en 
términos de lo que le conviene al gobernante 
y no a los gobernados.

Pero incluso esta defi nición, cruda y rea-
lista, se queda corta en comparación con lo 
que constatamos a diario. Y es que, como bien 
dice Bueno de Mesquita, la mayoría de las ve-
ces son justamente las prácticas políticas más 
nefastas aquellas que mejor reditúan al gober-
nante; es decir, ya no es solo una cuestión de 
qué le conviene al gobernante para mantener-
se en el poder, sino de que el uso del poder –en 
tanto dirigido a conseguirlo o preservarlo– la 
mayoría de las veces clama por un uso abusi-
vo, incluso corrupto, del mismo. 

Garantizar la supervivencia política de-
pende del seguimiento de reglas básicas, nin-
guna de ellas asociada a la felicidad y el buen 
uso de los recursos, menos aún al bien común. 
Se trata, en simple, de cómo el gobernante 
articula su soporte político, cómo mantiene 
lealtades, y de cómo estructura las cuentas 
fi scales de tal forma que se pueda mantener 
en el cargo.

Cuando dejemos de ver la política como 
un espejismo de parabienes y empecemos a 
auscultarla bajo el prisma de los incentivos 
e intereses particulares, tal vez entendamos 
mejor por qué estamos así y ajustemos nues-
tras expectativas a lo que en realidad debe-
mos esperar. 

A raíz del pedido de 
asilo de Alan García a 
Uruguay, sus más en-
carnizados defenso-
res han sostenido que 

este se justifi ca porque en el Perú hay 
persecución política. Se ha llegado a 
decir que “vivimos en un totalitarismo 
que [...] utiliza a la justicia para perse-
guir a los opositores” y que el país vive 
“un estado de odio político, polariza-
ción y violencia extrema”.

Felizmente, casi todos los analistas 
peruanos y observadores internacio-
nales que se han pronunciado sobre el 
tema han coincidido en sostener que 
en el Perú no hay persecución política, a nadie se 
lo persigue por sus ideas. El presidente Martín 
Vizcarra ni siquiera tiene una bancada parla-
mentaria sólida ni mucho menos operadores en 
el Poder Judicial, como sí lo llegaron a tener en su 
momento el Apra y el fujimorismo. La acusación 
de que el gobierno persigue políticamente a sus 
opositores por la vía judicial es tan absurda que 
se cae por sí sola.

Otros analistas han sostenido que, si bien en el 
Perú no hay persecución política y hay evidente 
separación de poderes, sí hay una persecución 
judicial y periodística. En este caso, la crítica es 
para la gestión de determinados fi scales y jue-
ces, así como de los medios de comunicación. El 
problema con este argumento para Alan García 
es que el presidente Tabaré Vázquez no podría 
justifi car ante su país y ante la comunidad inter-
nacional que le brinda asilo para protegerlo de 
los jueces y la prensa.

En todo caso, la supuesta persecución judi-
cial-periodística no sería solo contra Alan García. 
Antes de dictaminarse impedimento de salida 
del país para él, Ollanta Humala y Nadine Here-
dia sufrieron prisión preventiva; Keiko Fujimori 
y diversos gobernadores y ex gobernadores de 
diferentes tendencias sufren ahora similar me-
dida cautelar; Pedro Pablo Kuczynski, Susana 
Villarán y otros políticos, el congelamiento de 
sus bienes y la prohibición de salir del país; por 
no hablar de Alejandro Toledo, que está con or-
den de captura internacional. Si la Embajada de 
Uruguay concede asilo a García, debería prepa-
rarse para acoger también a los demás políticos 
investigados.

Lo que sí existe son críticas de diversos sec-
tores al abuso de la prisión preventiva cuando 
existen otras alternativas como la detención do-
miciliaria con grillete electrónico, que debería 
aplicarse a todos los inculpados con riesgo de 
fuga que no hayan sido acusados por hechos de 
violencia. Si la ley vigente requiere algún ajuste 
para que esto sea posible, está en manos del Con-
greso resolverlo.

También se discute sobre el grado de respon-
sabilidad penal que les corresponde a los polí-
ticos que recibieron donaciones de campaña y 

soborno recibido por Cuba con una au-
toridad de mayor rango? ¿Cabe inves-
tigar la relación de Cuba con García?

¿Podría haber autorizado Jorge 
Cuba una licitación para Odebrecht 
sin anuencia y participación de auto-
ridades de mayor rango?

En los gobiernos de Alan García, 
funcionarios de “menor rango” par-
ticiparon en ilícitos sin decir nunca 
quién era del de mayor rango. Agus-
tín Mantilla, ex ministro, por ejem-
plo, nunca dio cuenta del destinata-
rio de US$2,8 millones que tuvo en 
cuentas en bancos en el extranjero.

Tampoco Facundo Chinguel, ex 
presidente de la Comisión de Gracias Presiden-
ciales, dio cuenta de superiores jerárquicos. La 
fi rma de Alan García está en 2.207 liberaciones 
de presos por narcotráfi co y de 1.880 sentencia-
dos por hurto y robo agravado. Sin embargo, 
según el proceso, todo fue hecho única y exclu-
sivamente por Chinguel.

Son solo ejemplos de cómo y por qué el argu-
mento del “funcionario menor” no sirve para 
aquietar sospechas. Para aquietar o confi rmar 
sospechas debe hacerse una investigación, una 
acusación, y un juez debe considerar y resolver 
el caso.

Un eventual asilo a Alan García lo libraría de 
tener que pararse delante de un juez. En otras 
palabras, el asilo lo sustraería de la justicia pe-
ruana. 

Dice el investigado que solicita el asilo porque 
se enteró de que pedirían prisión preventiva con-

no las declararon, una vieja y mala 
práctica en la que han incurrido casi 
todos los partidos y candidatos en 
el Perú y en el mundo. Para algunos 
fi scales y jueces severos, esta prác-
tica constituye lavado de activos; 
para otros, no lo sería. Los casos lle-
garán seguramente a la Corte Su-
prema. Nuevamente, los congre-
sos de los últimos años fueron los 
que aprobaron las leyes con las que 
están siendo juzgados sus líderes, 
no son leyes promulgadas por un 
gobierno “totalitario”.

El problema más grave no son 
los aportes para las campañas. Es la 

fundada sospecha de que quienes fueron gobier-
no recibieron coimas millonarias para otorgar 
proyectos a Odebrecht y a otras empresas, las 
que, a su vez, se benefi ciaron luego con jugosas 
adendas a sus contratos que superaban varias ve-
ces el monto pagado por la coima con lo que, ade-
más, el Estado Peruano fue el que terminó sufra-
gando los costos de esa millonaria corrupción.

El caso más conocido de esta corrupción es el 
de Toledo. La fi scalía lo acusa de haber recibido 
un soborno de US$20 millones de Odebrecht por 
la adjudicación de la carretera Interoceánica. El 
dinero lo habría recibido a través de su amigo Jo-
sef Maiman e ingresado a sus cuentas y a las de 
Eliane Karp a través de su empresa Ecoteva. Su 
extradición está en manos del sistema de justicia 
estadounidense. Dicho sea de paso, Toledo fue 

“Si la Embajada de Uruguay 
le concede asilo a Alan 

García, debería prepararse 
para acoger a los demás 
políticos investigados”.

“Lo que 
prima, en las 
necesidades 

de Vizcarra, es 
la lucha por la 
sobrevivencia 

política”.

practicar el bien”. Es el paradigma con el que 

pal razón por la que se encuentran insatisfe-

una y otra vez, aquí y en otras partes, que el 
uso del poder político va mucho más allá del 
bien común, más aún de la formación de hom-
bres virtuosos y felices. Tuvieron que pasar 

teara la relación existente entre el poder, la 

blicos, mientras esté bien ejercido el poder. 
La política se entendería mejor, entonces, en 
términos de lo que le conviene al gobernante ticos que recibieron donaciones de campaña y 
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tra él. ¿Cómo se enteró? ¿Cuál es la prueba 
formal? ¿Los rumores? ¡Pero si García dice 
que no hay que hacer caso a los rumores!

Alan García dice que esos 36 meses de 
prisión preventiva (que asegura le darían) 
coinciden con el “calendario electoral”. En 
otras palabras, se trata de una persecución 
política porque otro candidato u otro grupo 
político quiere sacarlo de la carrera electoral.

Esto es un buen palabreo, pero nada más. 
¿Acaso Alan García está despuntando en las 
encuestas? ¿Acaso electoralmente Alan Gar-
cía es una amenaza para alguien? 

García sostiene que “se usa abusivamente 
de los procedimientos penales para humillar 
a los adversarios políticos”. ¿García es adver-
sario político del fi scal? ¿Del juez?

Varios procesos acusatorios no han sido 
prolijos (Humala, Fujimori). Un juez hizo 
ver por momentos su sala como paredón. A 
pesar de todo, este rigorismo no ha alterado 
la estructura institucional ni el derecho de 
defensa (los Humala salieron y Fujimori li-
bró la detención preliminar).

Uruguay podría dar un asilo sin expresión 
de causa. En la comunidad internacional, 
sin embargo, no se puede quebrar la unidad 
en la defensa de los estados de derecho y de 
la lucha contra la corrupción. ¿Vale, acaso, 
tanto Alan García en Uruguay?

No sabemos si Alan García es culpable o 
no. No hay forma de saberlo, por supuesto, 
si no se para delante de un juez. El Gobierno 
de Uruguay no debería impedir que impere 
en el Perú el Estado de derecho. 
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el primero en pretextar “persecución política”.
En el caso de Alan García, la sospecha más se-

ria que pende sobre él es que habría recibido una 
coima elevada de Odebrecht por el metro de Li-
ma. Según declaró el ex director de contratos de 
Odebrecht Carlos Nostre, los sobornos pagados 
por el metro de Lima en el gobierno de García 
ascendieron a US$24’386.000. Sin embargo, las 
coimas recibidas por los funcionarios de ese go-
bierno que están detenidos ascienden a US$10 
millones, con lo que hay más de US$14 millones 
cuyo benefi ciario no ha sido identifi cado.

Existen, entonces, sobradas razones para 
una profunda investigación judicial y para la 
indignación ciudadana que recogen la prensa 
y las encuestas. Es verdad que los fi scales y jue-
ces involucrados pueden cometer errores como 
consecuencia de la presión popular o sus propios 
prejuicios, pero para eso existe en el Perú un Es-
tado de derecho con varias instancias. En ningún 
caso puede hablarse de persecución política y, 
por eso, el asilo carece de todo fundamento. 


